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y el Poder Ejecutivo según el número de 
enfermos que haya en cada hospital, de­
signará las diputaciones provinciales á cu­
ya orden deban tener los jefes de las adua­
nas lo que recauden, en tre tan to  estén di­
chos hospitales á cargo de estas corpora­
ciones.

2" Los de entrada y aguada á la mejo­
ra y limpieza dolos puertos y muelles y á 
la construcción y conservación de los 
acueductos y fuentes públicas donde las 
haya ó puedan construirse, todo bajo la 
dirección délos respectivos concejos mu­
nicipales. El d«s por ciento que se cobre 
en la aduana de la (Icaira sobre los dere­
chos de importación, se aplicará ademas 
de los objetos expresados, á la construc­
ción de la cárcel pública de aquel puerto.

tí" Los del médico de sanidad y capi­
tán de puerto, corresponden á estos em­
pleados.

4" Losde tonelada y prácticos entrarán 
en las cajas nacionales.

5" Los de licencia de navegación se 
aplican á las rentas municipales.

Disposiciones ¡/eneróles.

Art. 10. Cuando un buque tome ó de­
je parte de su cargamento en dos ó mas 
puertos de la República, pagará el derecho 
de aguada en el primero en que lo adeude, 
conforme al artículo 4."

Art. 11. Son facultades de los capitanes 
de puerto :

1* Expedir en papel del sello quinto 
los roles á los buques nacionales que ha­
gan el comercio extranjero, ó de cabotaje, 
cuyo valor costearán los interesados.

2a Usar de las falúas de las aduanas 
para hacer las visitas de los buques.

Art. 12. La primera autoridad civil de 
los puertos habilitados expedirá las licen­
cias do navegación á todos los buques que 
hayan de salir para el extranjero, ó para 
otro puerto ó punto de la República, exi­
giendo previamente constancia al capitán 
ó consignatario del buque, de estar éste 
solvente con la aduana.

§ único. Cuando en dichos lugares no 
resida autoridad civil, bastará el despacho 
de los empleados.

Art. 13. Los buques que hacen el comer­
cio interior ó exterior, no pueden ser gra­
vados de otros derechos, cualquiera que 
sea su denominación, que con los estable­
cidos en la presente ley.

A rt. 14. Se deroga la ley do 3 de Mayo 
de 1830.

Dada en Caracas á <5 de Mayo do 1840, 
11° y 30a—El P. del S. Francisco Arando. 
—E l P. de la Ca de R. Juan Nepomuceno

Chores.— VA s" del S. José Angel Freiré.— 
El s" de la Ca de R. Rafael Accrcdo.

Caracas Mayo 11 de 1S40 I I a y 30°— 
Ejecútese.— losó A. Pdez.—Por S. K.— 
El &" de IIa Guillermo Smi/b.

412.
Ley de 11 de Mago de 1840 reformando el 

decreto de 1830 A'" 225, i/nc asigna suel­
dos a los gobernadores g sus secretarías, 
y d los empleados de los ministerios de 
Estado.
( Reformada por los Xs. 443 // 444.)

El Senado y Ca de R. de la lt' do Ve­
nezuela reunidos en Congreso, decretan.

Art. I a Los gobernadores do las pro­
vincias gozarán de los sueldos siguientes : 

§ 1“ El gobernador do Caracas tendrá 
anualmente tres mil pesos. Para sus se­
cretarías se asignan al afio dos mil po­
sos.

§ 2° El gobernador de Cara bobo dos 
mil quinientos pesos. Para su secretaría 
mil trescientos pesos.

§ 3° Los gobernadores de Barqnisime- 
to, Maraca i bo, Cumaná, O nayana, Barce­
lona y Barinas, dos mil cuatrocientos pesos 
cada uno. Para sus respectivas secretarías 
mil trescientos posos al afio.

§ 4° El gobernador do Apure dos mil 
pesos anuales. Para su secretaría mil dos­
cientos pesos.

S 5° Los gobernadores de Margarita, 
Coro, Mérida y Trujillo, mil quinientos 
pesos anuales cada uno. Para sus respec­
tivas secretarías mil doscientos pesos al 
afio.

Art. 2° Cuando el Gobierno no nom­
bro personas que desempeñen interina­
mente la gobernación do las provincias y 
los jefes políticos entren á sustituir á los 
gobernadores en los casos de muerte, re­
nuncia ó destitución, gozarán el sueldo 
íntegro señalado á estos empleados; mas 
culos de enfermedad ó ausencia temporal, 
disfrutarán solamente de la mitad del suel­
do, y la otra mitad la percibirán los pro­
pietarios. V si la falta fuere por suspen­
sión, entonces los jefes políticos tendrán 
las dos terceras partes del sueldo, y los 
gobernadores la otra tercera parte restante 
mientras permanezcan suspensos.

Art. 3a Los empleados en las secreta­
rías de Estado tendrán anualmente los 
sueldos siguientes: los jefes de sección de­
signados para oficiales mayores, mil ocho­
cientos pesos; los demas jefes de sección 
mil pesos : los oficiales seiscientos pesos; 
y los porteros cuatrocientos pesos.

Art. 4a Para los gastos de escritorio de 
cada una de las tres secretarías se asignan,



á saber: a la del interior, la cantidad de 
trescientos pesos al año : qniuieutos pesos 
á la de hacienda y relaciones exteriores; y 
cuatrocientos cincuenta pesos á la de guer­
ra y marina.

Art. 5" Pura un escribiente y I03 gas­
tos de la secretaría del Consejo de Gobier­
no, se asignan cuatrocientos pesos anua­
les.

Art. 6“ El Gobierno podrá nombrar 
una persona que corra con la redacción y 
corrección de las impresiones oficiales con 
la asignación de quinientos pesos al año, 
si lo juzgare necesario.

Art. 7° Se deroga el decreto de 14 de 
Mayo de 183G.

Dada en Caricas á 0 de Mayo de 1840, 
l l "  y 30° —El P. del S.—Francisco A ran­
do.—El 1’. de la 0 a de 11. Juan Nepomuce- 
no Chaces—  El su del S. José Angel Freire. 
—El su de la C" de Ií. Rafael A cevedo.

Carácas Mayo 11 de 1840, 11° y 30*.— 
Ejecútese — José A Páez.— Por S. E .—El 
s” de I Ia Guillermo Smith.

413.
Ley de 11 de Mayo de la 40 sobre salinas,

que deroga la de 13 de Mayo de 1837 A'“
301.

(Reformada por el .Vo 500.)
El .Senado y O' de 11. de la R* de Vene­

zuela reunidos en Congreso, decretan.

ü e  la administración.

Art. 1“ Para la entrega de la sal y cui­
dado de las salinas, los administradores de 
nduanas pondrán con aprobación del Po­
der Ejecutivo, celadores amovibles á vo­
luntad del mismo Poder Ejecutivo, en 
aquellas donde convenga, con el sueldo 
anual de doscientos cincuenta á quinientos 
pesos, ó de una comisión sobre el produc­
to, cuya regulación y fijación hará el mis­
mo Poder Ejecutivo, según las circunstan­
cias é inportancia de cada salina.

Art. 2“ Los celadores no podrán ex­
pender sal por ningún caso, bajo la pena 
de uno á seis meses de prisión y resarci­
miento de lo qne hayan defraudado al Es­
tado.

Art. 3° En las salinas que se hallen 
inmediatas á poblado y mui distantes de 
las administraciones de aduana, en lugar 
de celadores podrá poner el Poder Ejecu­
tivo expendedores amovibles á su voluntad, 
con el sueldo ó comisión que estime con­
veniente dentro del máximun y mínimum 
establecidos en el artículo 1°, y bajo de 
lianza que no baje de doscientos pesos ni 
exceda de quinientos.

Art. 4° No se arrendará en lo sucesivo

el derecho de sal que deba cobrarse con 
forme á esta ley.

§ único. Continuarán sin embargo y 
solo por el tiempo que se haya estipulado 
en los contratos respectivos, los arrenda­
mientos hechos hasta hoy. ÍSi los arren­
datarios solicitaren la rescisión de los con­
tratos de arrendamiento, el Poder Ejecu­
tivo puede acordarla, recibiendo ó conce­
diendo indemnizaciones.

Art. 5” E l derecho de consumo que so 
establece sobre la sal se recaudará en cual­
quiera administración de las destinadas 
por el Poder Ejecutivo para cobrarlo, 

iDe los derechos y  plazos.
Art. 0" La sal que se venda para el con­

sumo de la República procedeute de las sa­
linas que pertcneceu al patrimonio nacio­
nal, si la explotación se hiciere por cuenta 
de los compradores, pagará cinco y medio 
reales por quintal, y seis reales si se hicie­
re por cuenta del Estado. Si la salina 
fuere de propiedad particular, pagará cua­
tro y medio reales por quintal.

Al t. 7° La sal que se extraiga para el 
extranjero, por mar ó por tierra, solo pa­
gará los gastos de arranque, conforme al 
artículo anterior cuando este se haga por 
cuenta del Estado.

Art. 8° Los derechos establecidos en el 
artículo 6° se pagarán al contado si no lle­
garen á cincuenta pesos: dentro de un mes 
si llegando á cincuenta no excedieren de 
ciento; y dentro de dos meses si excedie­
ren de esta cantidad, otorgándose pagarés 
con las formalidades de la ley de impor­
tación.
De la exportación é internación para países 

extranjems.

Art. 9“ Cuaudo un buque pida permi­
so para cargar do sal con destino á país 
extranjero, dejará fianza en el puerto en 
que se le conceda, por el valor de los dere­
chos de la sal que pretenda exportar, y esta 
fianza se cancelará cuando acredite dentro 
del plazo que se le fije con arreglo á la dis­
tancia, haber hecho la introducción en el 
puerto de su destiuo. Esta circunstancia 
se acreditará con certificación d* los em­
pleados de aduana del puerto en que hicie ­
re la inportacion, visada por un agente ó 
cóusul de la República ó de otra nación 
amiga ó neutral.

Art. 10. Cuando un buque pretenda 
internar sal pata el territorio granadino, 
las administraciones de Maracaibo ó A n­
gostura verificarán el poso del artículo, 
exigirán fianza que asegure los derechos 
que el Estado cobraría si aquel cargamen­
to se declarase para el consumo, y Cum pli­
do el plazo que diereu para acreditar la iu-


